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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Gerente Jurídico de ASMETSALUD EPSS, contra el fallo del 14 de abril de 2016, mediante el cual el Juzgado  Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, concedió la tutela de los derechos fundamentales invocados por el señor LUIS HORACIO MACHADO FLÓREZ.
ANTECEDENTES:
Relata el señor Luis Ernesto, que es una persona de 55 años de edad, perteneciente al sistema subsidiado en salud en la EPSS Asmetsalud; en la actualidad padece de lesiones en sitios contiguos al ano, del conducto anal y del recto, para su tratamiento el médico tratante el 16 de octubre de 2015 le ordenó una valoración por parte de la especialidad de coloproctología, para acceder a ello le solicitó a Asmetsalud la autorización del servicio, frente a lo cual le informaron que como ello debía hacerse por el nivel central, debía esperar, pero a la fecha esa entidad no ha dado respuesta alguna a pesar de que han transcurrido seis meses desde entonces.
Por otra parte, informa el libelista que le solicitó a la EPSS que le brindara gastos de transporte y viáticos para él y un acompañante en caso de que la atención médica se le ordenara en una ciudad distinta a la de su residencia, pero le informaron que ello no era posible.

Por lo anterior solicita se protejan sus derechos fundamentales, y en atención a ello se le ordene a Asmetsalud EPSS autorizar y hacer efectiva la valoración por la especialidad de coloproctología que le fuera ordenada por su médico tratante; además de ordénale brindarle los gastos de transporte y viáticos para él y un acompañante en caso de ser remitido para recibir atención en un lugar distinto al de su residencia. Por otro lado pide que se le ordene a la Secretaría de Salud Departamental concederle a la EPSS el recobro ante el Fosyga por todo aquello no pos que le brinde a él. Adicionalmente, solicita que se ordene que se le brinde la atención médica integral para su patología. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 
El Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas avocó el conocimiento de la actuación, corrió el traslado a la parte accionada en la forma indicada en la ley y al efectuar el análisis de la situación fáctica planteada, en sentencia del 14 de abril del año en curso, decidió tutelar el derecho fundamental a la salud del señor Machado Flórez, ordenándole como consecuencia a Asmetsalud que en un término improrrogable de 48 horas contadas a partir de la notificación de la sentencia procediera a autorizar y llevar a cabo la valoración por la especialidad de coloproctología, según la prescripción dada por el médico tratante. Adicionalmente dispuso que se le brindara el tratamiento integral para su problema de salud denominado “lesiones de sitios contiguos del ano, del conducto anal y del recto”, sin hacer distinciones entre lo que se encuentra o no en el pos, incluyendo los gastos de transporte para él y un acompañante en caso de que la valoración atrás mencionada deba realizarse en un lugar diferente al de su residencia. Finalmente desvinculó a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda.
IMPUGNACIÓN
El Gerente Jurídico de Asmetsalud EPSS, presentó escrito en donde manifestó su inconformidad con lo decidido por el Juez de primer grado en punto de que le ordenó brindarle el tratamiento integral al actor para su patología, pues considera que ello, en lo no pos, se le debe de ordenar al ente territorial de salud toda vez que legalmente es su competencia. Adicionalmente, afirma que la entidad a la cual representa no estaba legalmente obligada a brindarle al paciente el medicamento ordenado por el médico tratante, toda vez que el mismo se encuentra excluido del plan obligatorio de salud, por ende el no autorizarle el recobro ante el Fosyaga o ante la entidad departamental de salud, es desproporcionado y atenta contra su derecho de repetición por los dineros asumidos y que no hacen parte de sus obligaciones contractuales con el estado. 
Por lo anterior, solicitó que si el A-quem considera que esa entidad efectivamente debe brindarle lo no pos y especialmente los gastos de transporte al accionante, se le autorice recobrar en un 100% ante el Fosyga o la entidad territorial de salud de Risaralda.
CONSIDERACIONES
Competencia
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con el canon 86 de la Constitución Política, en armonía con  los artículos 32 del Decreto Legislativo 2591 de 1991 y 1º del Decreto Reglamentario 1382 de 2000. 

Problema jurídico planteado
Compete a esta Corporación establecer si en el presente asunto le asiste razón a la EPSS en cuanto a que lo ordenado por la Juez de primer grado no se encuentra ajustado a derecho y a las normas que en materia de salud rigen y por tanto se debe o revocar la decisión o autorizar el recobro de acuerdo a lo solicitado en la impugnación.
Solución
Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona está facultada para promover acción de tutela ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, para la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

Materia de decisión para esta Colegiatura, la constituye la pretensión de la entidad impugnante, en el sentido de que se revoque la decisión de primer grado para en su lugar ordenarle a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda brindarle al actor lo no pos por el requerido, o en su defecto se le autorice para recobrar el 100% de los recursos destinados por esa entidad para dar cumplimiento a las órdenes de tutela que se le dieran en este asunto. 
El derecho a la salud está establecido en el artículo 49 de nuestra carta magna como un servicio público esencial el cual puede ser prestado tanto por particulares como por el Estado, sin embargo, siempre será el Estado el encargado de garantizarle el acceso a este servicio a toda la población. Es por ello, que la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia
 ha recalcado la autonomía de dicho derecho y ha indicado que su protección asegura el principio constitucional de la dignidad humana. Sin embargo, al momento de solicitar su protección vía tutela, es deber del Juez constitucional verificar el cumplimiento de ciertos requisitos ello por cuanto existe un límite razonable al ejercicio de este derecho “los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad consagrados en el artículo 49 de la Carta Política suponen un límite razonable al derecho fundamental a la salud, haciendo que su protección mediante vía de tutela proceda en principio cuando: (i) esté amenazada la dignidad humana del peticionario; (ii) el actor sea un sujeto de especial protección constitucional y/o (iii) el solicitante quede en estado de indefensión ante su falta de capacidad económica para hacer valer su derecho.”

Con base en ello, se puede ver que en el presente asunto la acción de tutela deviene en procedente y se torna en un mecanismo idóneo para la protección del derecho a la salud del señor Luis Horacio, ya que dadas sus condiciones socioeconómicas se encuentra en un estado de indefensión frente a la administración. 
En cuanto a la decisión de ordenarle a Asmetsalud EPSS el tratamiento integral para el padecimiento del señor Machado, advierte la Sala que convalidará dicha orden, ello por cuanto no se requiere hacer un análisis muy concienzudo para establecer que en el presente asunto eso resulta pertinente, toda vez que hasta ahora la mencionada EPSS no ha sido precisamente eficiente al momento de brindar atención a su afiliado, pues se ha dedicado a evadir su responsabilidad con él, dilatando injustificadamente la autorización de la valoración especializada ordenada por su médico tratante, a pesar de que legalmente está facultada para autorizar y brindar a sus usuarios aquello no pos que requieran para luego recobrar ante la entidad territorial de salud.
Ante ese panorama, recordemos que ha sido la Corte Constitucional la que de manera genérica ha establecido que el acceso a la salud debe ser eficiente, oportuno y de calidad, de tal suerte que si se niega uno solo de los componentes que permiten la recuperación del paciente, se le está afectando injustificadamente. Por ello es necesario imponer forzadamente esta atención, para evitar que se presente aquella vulneración, y impedir así una amenaza en sus derechos, acorde con lo previsto en el artículo 5º del Decreto 2591 de 1991. Así lo ha expuesto el órgano de cierre constitucional:
“La jurisprudencia constitucional ha señalado que el principio de integralidad impone su prestación continua, la cual debe ser comprensiva de todos los servicios requeridos para recuperar la salud. La determinación y previsión de los servicios requeridos para la plena eficacia del derecho a la salud, como reiteradamente se ha señalado, no corresponde al usuario, sino al médico tratante adscrito a la EPS, de la siguiente manera: 

“La atención y tratamiento a que tienen derecho los pertenecientes al sistema de seguridad social en salud cuyo estado de enfermedad esté afectando su integridad personal o su vida en condiciones dignas, son integrales; es decir, deben contener todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y el seguimiento, así como todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento de la salud del paciente o para mitigar las dolencias que le impiden llevar su vida en mejores condiciones; y en tal dimensión, debe ser proporcionado a sus afiliados por las entidades encargadas de prestar el servicio público de la seguridad social en salud”. 
“Así, la integralidad en la prestación del servicio de salud está encaminada a (i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología.
“En consecuencia, una EPS vulnera el derecho fundamental a la salud de una persona cuando presta un servicio en salud fraccionado, dejando por fuera exámenes, medicamentos y demás procedimientos que la persona requiere para recuperarse, no autoriza el transporte medicalizado necesario para acceder al tratamiento o aminorar sus padecimientos, todos los cuales hayan sido prescritos por el médico tratante. No importa si algunos de los servicios en salud son POS y otros no lo son, pues “las entidades e instituciones de salud son solidarias entre sí, sin perjuicio de las reglas que indiquen quién debe asumir el costo y del reconocimiento de los servicios adicionales en que haya incurrido una entidad que garantizó la prestación del servicio de salud, pese a no corresponderle”.
 
Adicionalmente, ya hay una enfermedad de base, que al ser crónica requiere de un tratamiento indefinido y constante, y dentro del cual pueden haber insumos, procedimientos y medicamentos que se encuentren por fuera del POS aparte del que fue objeto de esta tutela, motivo por el cual, y teniendo en cuenta la actitud asumida por la accionada para brindarle la atención oportuna a su afiliado, se hace más que necesaria la orden a Asmetsalud EPSS para que le brinde al actor un servicio integral para su enfermedad denominada lesiones de sitios contiguos del ano, del conducto anal y del recto, lo cual evitará que en el futuro, deba recurrir nuevamente a la tutela para conseguir la atención oportuna de la EPSS. 
Ahora bien, en lo concerniente a que se indique en la decisión que se facultad a Asmetsalud EPSS a efectuar recobro ante el FOSYGA o la Entidad Territorial por el suministro al señor Luis Horacio Machado Flórez de aquello no POS que requiera para la atención de su actual patología, en cuantía del 100%, es menester decir que sobre este tópico ha sido reiterada la Jurisprudencia de la Corte Constitucional
 y los pronunciamientos de esta Colegiatura
 en los cuales se ha dejado por sentado que el tema del recobro no es una situación que deba debatirse en el campo de la acción tutelar, por tener las entidades de salud los mecanismos y procedimientos para acceder al recobro de los dineros de manera directa y sin necesidad de una orden judicial que así lo declaren.
A pesar de lo anterior, y teniendo en cuenta que el A-quo le ordenó a la encartada brindarle al accionante los gastos para él y un acompañante cuando la atención médica que se le deba prestar sea autorizada en un lugar distinto al de su residencia, la Sala encuentra que es necesario hacer pronunciamiento frente a este aspecto para decir que es pertinente autorizar a la EPSS recobrar por el sobre costo en que incurre por los gastos de transporte ordenados a favor del accionante y un acompañante cuando sea necesario su traslado para recibir atención médica a un municipio diferente al de su residencia, toda vez que el transporte ambulatorio no hace parte integral del servicio de salud, y el artículo 3º del Acuerdo 032 de 2012, no incluyó al Eje Cafetero como una de las zonas que por su difícil acceso o dispersión geográfica tienen una disponibilidad presupuestal adicional para brindar traslado para atención ambulatoria a los afiliados al sistema general en salud, y que al respecto esta Sala ya se ha pronunciado
, se concederá tal recobro pero no ante la Secretaría de Salud del Departamento, sino ante el FOSYGA, partiendo de que no se trata de recuperar los dineros pagados de más por atención médica, sino por un servicio que sin ser de salud, si es concurrente para una efectiva prestación de este. 
De allí que sea necesario adicionar un numeral al fallo de tutela revisado, para autorizar a la entidad impugnante recobrar en adelante, ante el FOSYGA por el 100% de los dineros que destine y que legalmente no sean de su competencia, para cubrir los gastos de transporte del paciente accionante y un acompañante cada vez que este deba trasladarse de su municipio de residencia a cualquier parte del país fuera del Área Metropolitana de Pereira, para obtener la atención médica para su actual patologías.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Tutelas, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad conferida en la Ley,
RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR en su totalidad el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, el 14 de abril de 2016, por medio del cual se protegió el derecho a la salud del señor LUIS HORACIO MACHADO FLÓREZ. 
SEGUNDO: ADICIONAR UN NUMERAL al fallo revisado AUTORIZANDO a la EPSS ASMETSALUD que en lo sucesivo recobre ante el FOSYGA por el 100% de los dineros que destine y que legalmente no sean de su competencia, para cubrir los gastos de transporte del paciente accionante y un acompañante cada vez que este deba trasladarse de su municipio de residencia a cualquier parte del país fuera del Área Metropolitana de Pereira, para obtener la atención médica para su actual patología.

NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Ver Sentencias T-016 de 2007, T-760 de 2008. T- 360 de 2010 entre otras.


� Corte Constitucional, Sentencias T-922 de 2009, T-760 de 2008, T-189 de 2010.  


� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-022 de 18 de enero de 2011, MP. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Corte Constitucional Sentencia T-760 del 31 de Julio de 2008, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa 


� Sentencia de tutela del 08 de Marzo de 2012. Accionante: Diego Fernando Arce, Accionados: Secretaria Departamental de Salud,  Hospital Universitario San Jorge y CAFESALUD EPS-S; sentencia de tutela del 22 de abril de 2013, accionante: Carmen Celina Gutiérrez, accionada: Nueva EPS, ente otras. 


�  Al respecto ver decisión de tutela del 25 de septiembre de 2012, aprobado por acta No. 549, M.P. Dr. Jorge Arturo Castaño Duque.





Página 10 de 10

